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Aprobado según Acta de Sala No. 69
ASUNTO

Procede la Sala a resolver el conflicto positivo entre jurisdicciones planteado en el presente asunto entre la Justicia Penal Militar, representada por el JUZGADO OCTAVO DE INSTANCIA DE BRIGADAS con sede en la ciudad de Medellín, Despacho coadyuvado por el JUZGADO VEINTITRÉS DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR, con sede en la citada ciudad, y la ordinaria representada por la FISCALÍA 83 DELEGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO DE SANTUARIO- ANTIOQUIA, con ocasión del conocimiento de la investigación penal que se adelanta contra miembros del Ejército Nacional por el delito de homicidio, siendo víctimas la menor DORA MILENA QUINTERO QUICENO de 15 años de edad y el joven ALEJANDRO DE JESÚS VERGARA GARCÍA, de 16 años de edad, en hechos ocurridos el 6 de octubre de 2002 en inmediaciones de las Veredas las Faldas y Galilea, en el   Municipio de Granada -Antioquia.

HECHOS Y ANTECEDENTES PROCESALES RELEVANTES

1.- Como recuento procesal que interesa para el objeto del pronunciamiento, se tiene que el 12 de abril de 2011, la FISCALÍA 83 DELEGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO DE SANTUARIO- ANTIOQUIA, y el 24 de mayo de la misma anualidad, el JUZGADO OCTAVO DE INSTANCIA DE BRIGADAS con sede en Medellín, este último con la coadyuvancia del JUZGADO VEINTITRÉS DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR, con sede en la citada ciudad, bajo el procedimiento previsto en la Ley 600 de 2000, reclamaron para sí el conocimiento de la investigación penal  impulsada contra los miembros del Ejército Nacional, Sargento Primero GABRIEL MURCIA COLLAZOS, Cabo Tercero ADRIÁN ENRIQUE VIDAL LORA y los Soldados Profesionales RIGOBERTO LÓPEZ HURTADO, DANNY A. SALAZAR JARAMILLO, SERGIO BUSTAMANTE RUÍZ, WILSON VARGAS VELASQUEZ, DAGNOVER MORALES MUÑOZ y ALEXANDRO RIVERA, por el delito de homicidio, siendo víctimas los menores  DORA MILENA QUINTERO QUICENO y  ALEJANDRO DE JESÚS VERGARA GARCÍA, de quince (fl.42 c.o) y dieciséis años de edad, respectivamente (fl.31 c.o); en hechos ocurridos el 6 de octubre de 2002 en inmediaciones de las Veredas las Faldas y  Galilea, del  Municipio de Granada -Antioquia

- Los elementos probatorios recaudados en el paginario indican que la menor DORA MILENA QUINTERO QUICENO, salió  el 6 de octubre de 2002 de su casa ubicada en la Vereda la Cascada con destino a la Vereda las Faldas cerca al sitio Galilea, jurisdicción del Municipio de Granada -Antioquia, a visitar a su hermano JOAN FERNEY QUINTERO QUICENO, actividad que según su madre usualmente la realizaba cada mes, y nunca regresó. Refirió la progenitora de la occisa que su menor hija se dedicaba a las labores domésticas y era conocida por los vecinos de la zona (fls. 387 a 388 c.c.2).

-  Según  diligencia de inspección al cadáver practicada por el Inspector de Policía de Granada, a las 11:40 de la mañana del  seis de octubre de dos mil dos en la morgue del cementerio de Granada, la menor fue ultimada en “presunto combate” por miembros del Ejercito Nacional, junto al joven ALEJANDRO DE JESÚS VERGARA GARCÍA, occisos que fueron reconocidos por la hermana de éste MIRYAM ANDREA VERGARA GARCÍA y el presidente de la Junta Comunal  de la vereda las Faldas,  HÉCTOR DARÍO ÁLVAREZ ZULUAGA, respectivamente.

- Los informes castrenses indican que el 6 de octubre de 2002, a las 7:30 horas en desarrollo de la operación militar “OCTAVIO”, miembros del Ejército Nacional adscritos al Batallón de artillería No.4, Batería “Cañón Tres”, sostuvieron contacto armado contra miembros  de la cuadrilla “Carlos Alirio Buitrago del ELN”, en el sitio Vereda Galilea, en momentos en que estos fueron sorprendidos en flagrancia realizando retención ilegal de personas y vehículos.

En igual sentido, manifiesta el informe suscrito por el Comandante del Batallón de Artillería No.4, que en el  sitio de “combate”, se incautó un  revólver calibre 38, marca llama y una pistola  9mm, marca Browing Alemana (fl.48 c.c 1).

- El 23 de enero de 2006, el JUEZ 23 DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR con sede en Medellín,  al momento de evaluar la indagación preliminar se inhibió de abrir investigación penal contra los miembros del Ejército Nacional que participaron del “combate”, donde murieron los dos menores (fls.49 a 59 c.c 1), decisión que fue recurrida  por el Procurador 194 Judicial en lo penal ante el Tribunal Superior Militar, Corporación que el 23 de marzo de 2006 revocó la decisión inhibitoria por insuficiencia probatoria, por cuanto no se versionó a los militares sobre las circunstancias  en que se ejecutaron los hechos, ni tampoco se indagó por el arraigo de los presuntos “insurgentes”, quienes eran personas conocidas en el sector (fls.78 a 85 c.c1).

CONCEPTO DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA
Teniendo en cuenta que los hechos en el sub examen se verificaron el 6 de octubre de 2002 en inmediaciones de la Vereda las Faldas, Jurisdicción Municipal de Granada - Antioquia; el representante de la jurisdicción ordinaria al amparo de la Ley 600 de 2000, propuso conflicto positivo de competencia conforme a los siguientes hechos:

Manifestó el representante de la Fiscalía Ochenta y Tres Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de El Santuario, que la Jurisdicción Penal Militar viene conociendo del homicidio de los menores DORA MILENA QUINTERO QUICENO de 15 años de edad y el joven ALEJANDRO DE JESÚS VERGARA GARCÍA de 16 años de edad, soportados únicamente en una orden de operaciones, sin que exista -casi nueve años de sucedido el hecho de muerte-, prueba que evidencia la existencia de un contacto armado o enfrentamiento.

Destaca el Fiscal Delegado que es de conocimiento de la comunidad que la joven  ultimada, nunca perteneció a “ninguna fracción u organización al margen de la Ley”, por cuanto era una campesina ajena al conflicto que vive nuestro País.

El representante del ente Fiscal, destaca que al analizar las trayectorias de los proyectiles graficados por el área de Patología Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias forenses, no se advierte que las heridas hubiesen sido producidas  en desarrollo de un combate o enfrentamiento armado
, que  en tal sentido surgen serias  y razonables dudas en la forma en que presuntamente se ejecutaron los hechos de muerte de los referidos jóvenes.

CONCEPTO DE LA JURISDICCIÓN PENAL MILITAR

El JUEZ OCTAVO DE INSTANCIA DE BRIGADAS, con sede en Medellín trabó el conflicto, reclamando para sí la competencia del presente asunto, por cuanto a su juicio no existe duda alguna sobre el hecho de que la competencia para investigar el homicidio de los dos adolescentes, se produjo bajo la operación “OCTAVIO” y en actos relacionados con ocasión del servicio
, ejecutada por miembros del Batallón de Artillería No.4 

Así mismo ataca las declaraciones de la madre de la occisa  CARMEN QUICENO GIRALDO, para significar que existen contradicciones en la forma en que su menor hija salió de la casa.

Finalmente, puntualizó citando jurisprudencia de esta Corporación para  destacar que existe una relación  directa entre el servicio y los hechos que se investigan, y en ese sentido reclama la competencia en la Jurisdicción Penal Militar.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para dirimir los conflictos suscitados entre distintas jurisdicciones, conforme los numerales 6° del artículo 256 de la Constitución Política y 2° del artículo 112 de la Ley 270 de 1996, que en su orden prevén:  

“6. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones.”

2. Dirimir los conflictos de competencia que ocurran entre las distintas jurisdicciones, y entre éstas y las autoridades administrativas a las cuales la ley les haya atribuido funciones jurisdiccionales, salvo los que se prevén en el artículo 114, numeral tercero, de esta Ley y entre los Consejo Seccionales o entre dos Salas de un mismo Consejo Seccional.” (Subrayado fuera de texto).

Precisemos antes de proseguir, que el conflicto entre jurisdicciones se presenta cuando dos o más funcionarios investidos de competencia, se disputan el conocimiento de un proceso, bien porque ambos funcionarios estiman es de su conocimiento, caso en el cual será positivo; o por considerar que no les corresponde, evento en el cual será negativo; bajo tales premisas, para que éste se estructure o proceda, es necesario que se presenten los siguientes presupuestos: i) que el funcionario judicial esté tramitando determinado proceso, ii) que surja disputa entre el funcionario que conoce el caso y otro u otros a cerca de quién debe conocerlo, iii) que el proceso se halle en trámite, esto es,  que no halla sido fallado.

En ese sentido, en desarrollo del contenido de las anteriores premisas, se observa  en el sub lite que  los dos extremos en conflicto, han reclamado para sí mediante la debida argumentación, la competencia de un asunto que tal como ha quedado planteado debe esta Sala dirimir.

En ese sentido, el fuero militar, como institución que permite fijar la competencia en la jurisdicción especializada para el conocimiento de delitos cometidos por miembros activos de las fuerzas armadas, se encuentra consagrado en el artículo 221 de la Carta Política en los siguientes términos: 
“ARTÍCULO 221. De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, con arreglo alas prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Publica en servicio activo o en retiro.” 
Por otra parte, el artículo 2 de la Ley 522 de 1999 –vigente para la época de los hechos, señalaba que:
“Son delitos relacionados con el servicio aquellos cometidos por los miembros de la Fuerza Pública derivados del ejercicio de la función militar o policial que les es propia. De conformidad con las pruebas allegadas, la autoridad judicial que conoce del proceso determinará la competencia, de acuerdo con las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulan la actividad de la Fuerza Pública”. 
De igual forma, el artículo 195 ibídem, con relación a los delitos comunes reglamenta:
“Cuando un miembro de la Fuerza Pública, en servicio activo y en relación con el mismo servicio, cometa un delito previsto en el código penal ordinario o leyes complementarias, será investigado y juzgado de conformidad con las disposiciones del Código Penal Militar.” 
De la anterior normatividad se derivan las condiciones necesarias para el reconocimiento del fuero penal militar: a) que se trate de miembros de la Fuerza Pública en servicio activo al momento de la acción típica, y, b) la conducta punible tiene que ser realizada en relación con actos del servicio, es decir, de actividades por medio de las cuales se cumplen las funciones esenciales que a la Fuerza Pública le ha conferido la Constitución o las Leyes.

Con base en lo anterior, se ha considerado que el fuero penal militar está integrado por dos elementos, así:
1. Un elemento subjetivo, que consiste en la calidad de miembro de la fuerza pública, o sea, las fuerzas militares y la policía nacional.

2. Un elemento funcional, que consiste en la relación de los delitos con el servicio o las funciones de la fuerza pública, consagradas en los artículos 217 y 218 de la Constitución Nacional, en virtud de los cuales “las fuerzas militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional” y el fin primordial de la Policía Nacional es el “mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz”.
Sobre el primero de los aspectos señalados, se tiene que el Sargento Primero GABRIEL MURCIA COLLAZOS en informe de patrullaje
 frente al personal militar que participó en el procedimiento examinado, relacionó a los señores Cabo Tercero ADRIÁN VIDAL LORA,  y los Soldados Profesionales DANNY SALAZAR JARAMILLO, HÉCTOR SÁNCHEZ VIDAL, JOSÉ MOSQUERA MORENO, DAVID OSORNO
, como personal destacado en la operación. Así mismo se remitió la lista que acredita la calidad de los militares que conformaron el grupo que operó al mando del Cabo Tercero Vidal Lora
, entre los que el despacho de instrucción ha relacionado a los Soldados Profesionales RIGOBERTO LÓPEZ HURTADO, SERGIO BUSTAMANTE RUÍZ, WILSON VARGAS VELASQUEZ, DAGNOVER MORALES MUÑOZ y ALEXANDRO RIVERA.
Vale destacar que pese a que los hechos se verificaron el 6 de octubre de 2006, hasta el momento sólo se ha vinculado a la investigación a los Soldados RIGOBERTO LÓPEZ HURTADO
 y DANY SALAZAR JARAMILLO

Así las cosas, se considera cumplido el primero de los requisitos exigidos por la ley para definir la aplicabilidad o no del fuero militar, es decir la calidad de miembro del Ejercito Nacional de los investigados, razón por la cual la discusión debe centrarse en determinar la relación existente entre la conducta desplegada por los orgánicos y los actos que guardan relación con el servicio.

En este contexto, el fuero militar, de acuerdo con la definición dada por el Constituyente, está restringido a dos tipos de delitos: los intrínsecamente militares y los comunes que guardan relación con el mismo servicio, de tal manera que las conductas punibles consumadas en circunstancias diferentes a las establecidas en el artículo 221 de la Constitución Política por parte de los integrantes de la Fuerza Pública, serán juzgadas por la jurisdicción penal ordinaria. 
AI respecto, como se reseñaba en precedencia en el artículo 2 de la Ley 522 de 1999, tal preceptiva
, enuncia aquellas situaciones que son de la incumbencia de la Justicia Penal Militar, precisamente por guardar relación con el servicio. 
En desarrollo  del anterior presupuesto, vale destacar que la correspondencia que debe existir entre la conducta punible y el servicio activo en la fuerza pública es una exigencia que debe determinarse a través de una sana ponderación de los elementos de juicio disponibles, al respecto la H. Corte Constitucional en Sentencia T-806 de 2000 señaló: 
" ( . .) La Corte precisó dos aspectos de suma importancia que han de tenerse en cuenta a la hora de definir la aplicabilidad o no del fuero militar. EI primero, hace referencia a que en ningún caso los delitos denominados de lesa humanidad podrán ser de conocimiento de la justicia penal militar, por la evidente contradicción que se presenta entre estos y las funciones asignadas por la Constitución a la fuerza publica, por cuanto su ocurrencia a mas de no guardar ninguna conexidad con estas, son, en sí mismas, una transgresión a la dignidad de la persona y vulneración evidente de los derechos humanos. Por tanto, se dejó sentando que un delito de esta naturaleza, siempre ha de ser investigado por la justicia ordinaria, so pena de vulnerarse la naturaleza misma del fuero militar y, por ende, el texto constitucional. EI segundo, tiene que ver más con la dinámica del proceso, pues se determinó que en el curso de este, deben aparecer pruebas claras sobre la relación existente entre la conducta delictiva del agente de la fuerza pública y la conexidad de ésta con el servicio que cumplía. En caso de no existir aquellas, o duda sobre en que órgano debe radicarse la competencia, siempre habrá de discernirse esta en favor de la justicia ordinaria  (Subrayado fuera de texto) 
(…)”

Para llegar a la conclusión de si el hecho punible acaeció con relación al servicio es necesario tener en cuenta que debe existir un vinculo claro de origen entre él y la actividad del servicio, esto es, el hecho punible debe surgir como una extralimitación o un abuso de poder ocurrido en el marco de una actividad ligada directamente a una función propia del cuerpo armado. Pero aún mas, el vínculo entre el delito y la actividad propia del servicio debe ser próximo y directo, esto significa que el exceso o extralimitación deben tener lugar durante la realización de una tarea que en sí misma constituya un desarrollo legítimo de los cometidos de las fuerzas militares. 

La Corte Constitucional, al examinar la constitucionalidad de algunas normas del Código Penal Militar, específicamente las referidas al fuero militar señaló que un delito está relacionado con el servicio únicamente en la medida en que haya sido cometido en cumplimiento del servicio que ha sido asignado por la Constitución y la Ley a la fuerza pública, al respecto indicó:

“(…) La expresión ‘relación con el mismo servicio’, a la vez que describe el campo de la jurisdicción penal militar, lo acota de manera inequívoca. Los delitos que se investigan y sancionan a través de esta jurisdicción no pueden ser ajenos a la esfera funcional de la fuerza pública. Los justiciables son únicamente los miembros de la fuerza pública en servicio activo, cuando cometan delitos que  tengan ‘relación con el mismo servicio’. El término ‘servicio’ alude a las actividades concretas que se orienten a cumplir o realizar las finalidades propias de las fuerzas militares -defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional- y de la policía nacional -mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica-.

“(…)

“El concepto de servicio corresponde a la sumatoria de las misiones que la Constitución y la ley le asignan a la fuerza pública, las cuales se materializan a través de decisiones y acciones que en últimas se encuentran ligadas a dicho fundamento jurídico (…) En efecto, la noción de servicio militar o policial  tiene una entidad material y jurídica propia, puesto que se patentiza en las tareas, objetivos, menesteres y acciones que resulta necesario emprender con miras a cumplir la función constitucional y legal que justifica la existencia de la fuerza pública (…)

“(…)

“Además del elemento subjetivo -ser miembro de la fuerza pública en servicio activo-, se requiere que intervenga un elemento funcional en orden a que se configure constitucionalmente el fuero militar: el delito debe tener relación con el mismo servicio (…)

“No obstante que la misión o la tarea cuya realización asume o decide un miembro de la fuerza pública se inserte en el cuadro funcional propio de ésta, es posible que en un momento dado, aquél, voluntaria o culposamente, la altere radicalmente o incurra en excesos o defectos de acción que pongan de presente una desviación de poder que, por serlo, sea capaz de desvirtuar el uso legítimo de la fuerza. Justamente a este tipo de conductas se orienta el Código Penal Militar y se aplica el denominado fuero militar. La legislación penal militar, y el correspondiente fuero, captan conductas que reflejan aspectos altamente reprochables de la función militar y policial, pero que no obstante tienen como referente tareas y misiones que, en sí mismas, son las que de ordinario integran el concepto constitucional y legal de servicio militar o policial.

“La exigencia de que la conducta punible tenga una relación directa con una misión o tarea militar o policiva legítima, obedece a la necesidad de preservar la especialidad del derecho penal militar y de evitar que el fuero militar se expanda hasta convertirse en un puro privilegio estamental. En este sentido, no todo lo que se realice como consecuencia material del servicio o con ocasión del mismo puede quedar comprendido dentro del derecho penal militar, pues el comportamiento reprochable debe tener una relación directa y próxima con la función militar o policiva. El concepto de servicio no puede equivocadamente extenderse a todo aquello que el agente efectivamente realice. De lo contrario, su acción se desligaría en la práctica del elemento funcional que representa el eje de este derecho especial (...)” 

De allí que los delitos que se pueden investigar y sancionar a través de la jurisdicción penal militar, están limitados a aquellos ocurridos en la esfera funcional de la fuerza pública, esto es, en el devenir de las actividades que se orienten a cumplir las finalidades propias ya sea de las fuerzas militares -defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional- o de la policía nacional -mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas y la convivencia pacífica.

Como consecuencia de lo anterior, anotó la Corte que la sola circunstancia de pertenecer a la fuerza pública e incurrir en una conducta delictiva, ya sea en tiempo de servicio, utilizando o no prendas distintivas, haciendo uso de instrumentos de dotación o aprovechándose de la investidura, no es criterio válido para desplazar al derecho penal común y considerar que el conocimiento del hecho punible corresponde a la justicia penal militar. En realidad, -dijo esta Corporación- para que se pueda aplicar a favor de la jurisdicción penal militar el criterio restrictivo de competencia residual, es necesario examinar si el comportamiento activo o pasivo del miembro de la fuerza pública guarda relación con una específica misión militar o policial. 
Por lo anterior, es necesario que la Sala entre a analizar los elementos de juicio que constituyen el expediente penal, con el objeto de determinar, sí como lo indica el Juzgado Octavo de Brigada, la conducta desplegada por los militares implicados guarda relación con la misión encomendada, o si por el contrario, conforme lo predicó la Fiscalía Delegada existen elementos probatorios que ofrecen serias dudas sobre la existencia del nexo causal necesario para el reconocimiento del fuero castrense, tales como no existir enfrentamiento o combate, por cuanto no existe prueba que así lo acredite.

En ese contexto, obran en el expediente pruebas que en principio, corroborarían la existencia del nexo causal entre la situación fáctica investigada y el servicio encomendado a los militares que tuvieron participación activa en ella, tales como, la orden de operaciones y el informe de patrullaje, así como las indagatorias a dos de los soldados que participaron en la operación.

No obstante lo anterior, la conclusión a la que se llega luego de analizar los argumentos expuestos por las autoridades colisionadas y los elementos probatorios recaudados se tiene, que el nexo causal desaparece en el sub lite, en tanto los elementos de convicción recaudados  no permiten establecer (i) que los occisos hayan disparado; tal aserto deviene en que los militares en forma arbitraria y deliberada, omitieron solicitar el apoyo de los miembros de la policía judicial para la diligencia de inspección  a los cadáveres, sin que exista prueba de la razón que soporte los motivos por los cuales, los militares no coordinaron con la Fiscalía de turno de la ciudad de Granada y El Santuario la práctica de tan esencial diligencia
 en el lugar de los hechos.

Vale destacar que los militares sin que exista razón para ello, trasladaron los cuerpos de los dos adolescentes al cementerio local de Granada para que una autoridad administrativa como es el Inspector de Policía practicara diligencia de inspección a los dos cadáveres.

En ese sentido, los inspectores de policía para la época de los hechos octubre 6 de 2002-, y menos ahora bajo la vigencia de la Ley 906 de 2004, no tenían función permanente de policía judicial, de tal manera que su función se limitaba a aquellas situaciones especiales donde no pudiese llegar la autoridad judicial o en aquellos eventos en que su superior-Alcalde-, le asignara funciones especiales, sin que ello quiera decir que los inspectores de policía sustituyan a las autoridades con funciones permanentes de policía judicial
; más aún en un caso como el que nos ocupa, donde los hechos se ejecutaron en zona cercana a la cabecera urbana del Municipio de Granada-Antioquia, ciudad a su vez cercana a una cabecera de Circuito Judicial como es la ciudad de El Santuario – Antioquia,  localidad  ubicada a menos de 70 kilómetros de Medellín.

El anterior presupuesto, adquiere mayor gravedad si se aprecia que la diligencia de “inspección a cadáver” practicada por la Inspectora de la localidad de Granada se efectúo sin ningún rigor técnico, sin que exista la fijación de las evidencias encontradas en un registro fotográfico, ni tampoco la fijación de las huellas o señales de violencia encontradas en los cuerpos, y menos aún, una solicitud de apoyo técnico
 con fines de practicar prueba de absorción atómica con miras a establecer si efectivamente los adolescentes dispararon, y de allí establecer en forma razonable, como lo afirmaron los miembros castrenses la probabilidad de un combate o enfrentamiento.

Bajo el anterior presupuesto, un aspecto de enorme relevancia que la Sala encuentra, es que nunca  se pusieron a disposición de la autoridad investigativa las armas presuntamente incautadas por los efectivos militares a los occisos, al punto que sólo hasta el 22 de marzo de 2011, según folio 328 del cuaderno de copias número dos,el Juez 23 de Instrucción Penal Militar, oficiaba al Comandante del Batallón de servicios No.4 a fin de establecer la existencia de las armas presuntamente incautadas a los menores.

En este orden de ideas, esta Superioridad encuentra que el nexo de causalidad entre la función militar y el hecho de muerte de los dos adolescentes no se encuentra debidamente acreditado en el sub examen, más aún, teniendo en cuenta que las únicas pruebas en que se ha erigido la presente investigación son la orden de operaciones, el informe de patrulla y las dos indagatorias a dos de los Soldados que participaron del operativo militar, razón suficiente  para reiterar que de manera alguna se encuentra acreditado en este asunto el combate o enfrentamiento entre los militares y las “fuerzas ilegales”.

Así las cosas, al haberse omitido los protocolos en el procedimiento de la inspección judicial con el levantamiento de cadáver, el no existir experticia balística a las armas presuntamente incautadas y menos aún, no tener la existencia cierta de éstas y el no haberse solicitado el apoyo técnico y judicial respectivo en el  sub lite, erigen la existencia  de serias dudas, de que el deceso de los citados occisos se hubiese presentado realmente en desarrollo de un contacto armado; en tanto surgen elementos razonables que dan cuenta que los adolescentes ultimados por los efectivos castrenses, eran campesinos conocidos en las Veredas de la Cascada y las Faldas del Municipio de Granada.

En este orden de ideas, bajo el anterior postulado y conforme a los elementos probatorios recaudados y examinados, surgen elementos probatorios razonables para inferir que en el sub lite existen comportamientos por parte de los militares que rompen el nexo funcional con el servicio prestado, por cuanto se han pretermitidos protocolos que los miembros castrenses debieron salvaguardar, en procura de garantizar derechos fundamentales Superiores como es el debido proceso.

Las mentadas razones, de cara a los requisitos examinados, debilitan en forma ostensible el nexo causal entre el hecho ejecutado con el servicio, circunstancia que obliga a que sea el representante de la Justicia Ordinaria el llamado a avocar el conocimiento de la investigación penal, al no quedar plenamente demostradas las condiciones que dan lugar a la aplicación del fuero militar.

En consecuencia, conforme a lo planteado, por ser la jurisdicción penal militar de carácter excepcional y especial, el conocimiento de la presente investigación no puede serle atribuido y debe ser asignado a la jurisdicción penal ordinaria, representada por la FISCALÍA OCHENTA Y TRES DELAGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO DE EL SANTUARIO ANTIOQUIA.

Por lo anteriormente expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones constitucionales y legales, 

R E S U E L V E

PRIMERO: DIRIMIR el conflicto positivo de competencias surgido entre distintas jurisdicciones, declarando que el conocimiento de la presente actuación corresponde a la Jurisdicción Ordinaria, ordenando remitir la actuación a la FISCALÍA OCHENTA Y TRES DELAGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO, con sede en la ciudad de EL SANTUARIO - ANTIOQUIA, para que proceda de conformidad con el trámite a seguir en la presente investigación, conforme lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
SEGUNDO: REMITIR copia de esta providencia al JUZGADO OCTAVO DE BRIGADA, con sede en Medellín para su correspondiente información

TERCERO:  ORDENAR al JUZGADO VEINTITRÉS DE INSTRUCCIÓN PENAL MILITAR, con sede en MEDELLÍN- ANTIOQUIA, para que remita cuanto antes las diligencias correspondientes al homicidio de los menores DORA MILENA QUINTERO QUICENO y ALEJANDRO DE JESÚS VERGARA GARCÍA. 
COMUNÍQUESE  Y  CÚMPLASE

 HENRY VILLARRAGA OLIVEROS              JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO         

Presidente                                                 Vicepresidente

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ               ANGELINO LIZCANO RIVERA                  

                Magistrada                                                         Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA           JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ      

               Magistrada                                                          Magistrado

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA
Secretaria Judicial 
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� Vigente para la época de los hechos


� Corte Constitucional, Sentencia C-358 de 5 de agosto de 1997.


� Ley 600 de 2000 “ARTICULO 311. DIRECCION Y COORDINACION DE LAS FUNCIONES DE POLICIA JUDICIAL. <Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2004/ley_0906_2004_pr018.html" \l "533" \t "_blank"�906� de 2004, con sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2004/ley_0906_2004_pr018.html" \l "528" \t "_blank"�528�> El Fiscal General de la Nación o sus delegados tienen a su cargo dirigir y coordinar las funciones de policía judicial que en forma permanente o especial cumplen los organismos previstos en la ley y los restantes entes públicos a los cuales de manera transitoria el Fiscal General de la Nación les haya atribuido tales funciones. 





El Fiscal General de la Nación, bajo su responsabilidad, separará en forma inmediata de las funciones de policía judicial al servidor público que omita o se extralimite en el cumplimiento de sus funciones para el desarrollo investigativo específico que se le haya dado. Si tal servidor no es funcionario o empleado de la Fiscalía General de la Nación, el Fiscal que dirija la investigación informará de inmediato a su nominador, para que inicie la investigación disciplinaria que sea del caso. 


(…)”





� Ley 600 de 2000 “ARTICULO 312. SERVIDORES PUBLICOS QUE EJERCEN FUNCIONES DE POLICIA JUDICIAL. <Para los delitos cometidos con posterioridad al 1o. de enero de 2005 rige la Ley �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2004/ley_0906_2004_pr018.html" \l "533" \t "_blank"�906� de 2004, con sujeción al proceso de implementación establecido en su Artículo �HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2004/ley_0906_2004_pr018.html" \l "528" \t "_blank"�528�> Realizan funciones permanentes de policía judicial: 


1. La Policía Judicial de la Policía Nacional. 


2. El Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación y todos sus servidores públicos que desempeñen funciones judiciales siempre y cuando guarden relación con la naturaleza de su función. 


3. La Policía Judicial del Departamento Administrativo de Seguridad. 


Ejercen funciones especiales de policía judicial, en asuntos de su competencia: 


1. La Contraloría y la Procuraduría General de la Nación. 


2. Las autoridades de tránsito. 


3. Las entidades públicas que ejerzan funciones de vigilancia y control. 


4. Los alcaldes e inspectores de policía. 


5. Los Directores Nacional y regional del Inpec, los directores de los establecimientos de reclusión y el personal de custodia y vigilancia, conforme a lo señalado en el Código Penitenciario y Carcelario. 


PARAGRAFO. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere miembros de policía judicial de la Policía Nacional las funciones de policía judicial las podrá ejercer la Policía Nacional”.


� Situación  que efectivamente se hubiese logrado, teniendo en cuenta  que el Municipio de Granada queda a 70 kilómetros de Medellín.





